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Resumen ejecutivo  

 

El presente informe del proyecto de investigación “Derecho al agua: conflictos y judicialización 

en la Provincia de Buenos Aires” reporta y describe los resultados obtenidos a partir de la 

aplicación de la encuesta a Jueces y funcionarios judiciales de la Provincia de Buenos Aires 

sobre conflictividad y judicialización por el cumplimiento del derecho al agua como derecho 

humano fundamental, así como la formación y conocimientos con el que cuentan respecto de 

tal derecho. Se presenta información respecto de cuáles son los principales reclamos en torno 

al agua que alcanzan a judicializarse, y sobre el posicionamiento de los jueces a la hora de 

actuar en estos conflictos. Para ello se ha llevado adelante un abordaje de Empirical Legal 

Research (ELR), con combinación de técnicas cuantitativas y cualitativas. En este sentido, la 

propia encuesta, por tratarse de una población difícil acceso, genera un valor importante a los 

hallazgos de la investigación. Entre los resultados, que servirán como un insumo para el 

accionar de la Fundación Aguas –abocada al empoderamiento ciudadano y la promoción del 

derecho al agua como derecho humano–, destaca una muy alta autopercepción de 

desconocimiento en materia del derecho al agua por parte de los funcionarios del Poder Judicial 

de la provincia. A la vez, revelan la importancia de la política pública para revertir esta 

situación, encarnada en las capacitaciones obligatorias sobre medioambiente implementadas en 

los últimos años, en tanto el derecho humano al agua se encuentra, en la teoría y en la práctica, 

implícito en otros derechos humanos. 

 Palabras clave: derecho al agua; judicialización; poder judicial 

  



 

 

 

 

I. Introducción 

 

En 2002, el Comité de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas 

sostuvo que “el agua es un recurso natural limitado y un bien común fundamental para la vida 

y la salud” (Naciones Unidas, 2018: 4), por su cualidad extraordinaria para mantener todas las 

formas de vida, servir de insumo a la producción, satisfacer las necesidades de consumo, cocina 

e higiene personal y doméstica. Como contraparte, su exceso o escasez tiene un enorme poder 

destructivo natural. Así, señala que “el derecho humano al agua es indispensable para vivir 

dignamente y es condición previa para la realización de otros derechos humanos” (ídem). En 

su fundamentación, el derecho humano al agua es definido como “el derecho de todos a 

disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y 

doméstico” (ídem).  

Si bien la República Argentina no tiene en su Constitución un artículo que verse 

específicamente sobre el derecho al agua, la reforma constitucional de 1994 introdujo cambios 

trascendentes en el sistema de recepción constitucional del derecho internacional, 

especialmente en materia de derechos humanos (Minaverry y Martínez, 2016). Así, en el 

artículo 41 introducido por dicha reforma, se reconoce el derecho “(...) a un ambiente sano, 

equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan 

las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de 

preservarlo (Constitución Nacional Argentina). 

Posteriormente, con la modificación del Código Civil y Comercial de la Nación en 2015, se 

realiza un importante  

“aporte para la defensa del ambiente en general y del derecho humano al agua en 

particular, porque regula derechos de incidencia colectiva, integra el derecho 

privado con la Constitución Nacional y tratados internacionales, introduce los 

conceptos de ambiente y sustentabilidad, reconoce las leyes de presupuestos 

mínimos, reconoce la doble función del derecho de daños (preventiva y de 

reparación), y otorga amplias facultades a los jueces, circunstancia especialmente 

importante para casos ambientales” (Minaverry y Martínez, 2016: 17).  

 

En consonancia con esto, la Provincia de Buenos Aires reconoció “el acceso al agua potable y 

al saneamiento como un derecho humano esencial para la vida” mediante la Ley N°14.782 de 

2015. Así, el derecho interviene normando la relación entre las personas, la sociedad, el Estado 

y el agua, organizando un régimen jurídico especial de uso, aprovechamiento y protección 

(Colom de Morán, Morán Montaño y Picado, 2015). 



 

 

 

La Organización de las Naciones Unidas define el estado de derecho como un principio de 

gobierno según el cual, todas las personas, instituciones y entidades públicas y privadas, 

incluido el propio Estado, están sometidas a leyes promulgadas públicamente, que se hacen 

cumplir por igual y se aplican con independencia, además de ser compatibles con las normas y 

los principios internacionales de derechos humanos (Naciones Unidas, 2008). Así, el estado de 

derecho delimita el alcance de las reglas del juego, crea instituciones y acoge el conjunto de 

políticas públicas que deben observar todos los actores de la sociedad, públicos y privados. Por 

ello, las medidas para promover y poner en marcha acciones hacia la seguridad hídrica son parte 

de la gobernabilidad del agua y se enmarcan en el estado de derecho.  

Si bien existe una abundante literatura referida al agua, dado el lugar que ocupa en el mundo 

contemporáneo y en el marco del cambio climático global, la misma se encuentra parcializada 

según disciplinas. Por ejemplo, existen estudios que provienen del saber ambiental, las ciencias 

experimentales y ecológicas (Besteiro, 2020), usualmente en desconexión con las 

investigaciones de las ciencias sociales y humanidades (Valdes Cobos, 2018; Besteiro, 2020), 

al igual que las producidas por las ciencias jurídicas. Estas últimas, se han concentrado en el 

análisis normativo y dogmático (Minaverry y Martínez, 2016; Aguiar Ribeiro do Nascimento, 

2018) dando como resultado, por un lado, poca integración con las otras disciplinas, y, por otro, 

falta de trabajo empírico (Courtis, 2014). 

Por ello, los resultados de la investigación conectan los diferentes enfoques a partir del estudio 

de casos de conflictividad y judicialización del derecho al agua, que involucran cuestiones de 

acceso, calidad y disponibilidad, entre otros, sin los cuales no es posible garantizar su vigencia. 

De este modo, podremos recuperar una serie de variables que intervienen de manera directa e 

indirecta en el derecho al agua, en un espacio delimitado, específicamente la Provincia de 

Buenos Aires.1 Así, entender a las políticas vinculadas al agua como una entidad de carácter 

híbrido, esto es, natural y cultural a la vez, como señala Riera (2020), permite analizar la 

multiplicidad de actores involucrados y los distintos valores en juego que participan del 

conjunto de relaciones de apropiación, control, resistencia y disputa (Boelens, Cremers y 

Zwarteveen, 2011), y observar cómo estas relaciones van configurando paisajes hídricos que 

expresan la organización social y las estructuras institucionales y normativas que dan forma a 

la gobernanza del agua (Riera, 2020: 3). Entre otras variables, la problemática del agua está 

ligada a las limitaciones para el ejercicio de la soberanía alimentaria, la mercantilización de los 

bienes naturales, la expansión del monocultivo para el agronegocio, las responsabilidades del 

 
1
 Aquí entendemos disponibilidad y calidad del agua tal como lo hace Bonilla Caballero (2019). 



 

 

 

Estado de garantizar los derechos humanos, y la contaminación y destrucción del medio 

ambiente (Ortega y Portillo, 2015: 9).  

Así, un análisis de los procesos de judicialización del derecho humano al agua resulta un aporte 

sustancial a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) acordados globalmente en 2015, 

como también para las metas establecidas en el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación 2030 (PNCTI), específicamente a la línea que busca “garantizar la disponibilidad 

de agua y su gestión sostenible y el saneamiento para todos”, para lo cual fija metas entendidas 

como parte de un todo. Asimismo, la problemática del agua es de una relevancia tal que 

atraviesa transversalmente a la mayor parte de los ODS, como condición de su posibilidad.2 

Por lo expuesto, la línea de investigación desarrollada pretende comenzar a cubrir vacancias 

mediante un enfoque que recupera el actuar del Poder Judicial en el marco de un Estado de 

Derecho que tiene la obligación de posibilitar el derecho al agua en tanto derecho humano, pero 

que, a la vez, por su condición en el desarrollo económico, resulta permeable a intereses 

privatistas y mercantiles (Satz, 2015). Suele considerarse que los científicos, los tomadores de 

decisiones (policymakers) y los funcionarios judiciales tienen racionalidad y lenguajes 

distintos, hecho que coadyuva a la incomunicación y falta de coordinación para la resolución 

de situaciones de interés público. En tal sentido, siguiendo la línea propuesta en la investigación 

de Gupta et al. (2013) sobre las preocupaciones, valores y dificultades que los decisores de 

políticas sobre gestión y acceso al agua deben enfrentar en su tarea cotidiana, podría decirse 

que la originalidad de este trabajo radica en recuperar la voz de magistrados y funcionarios 

judiciales en la resolución de los conflictos por el derecho al agua en los que deben tomar parte. 

A continuación se presentan los resultados de una investigación que contempló un estudio 

multidisciplinario (especialistas de diferentes disciplinas) y participativo (incluyendo 

académicos y miembros de organizaciones de la sociedad civil, tal como nuestra contraparte, la 

Fundación Aguas) sobre la conflictividad y judicialización por el cumplimiento del derecho al 

agua como derecho humano fundamental. Se ha producido y sistematizado información 

respecto de cuáles son los principales reclamos en torno al agua en la Provincia de Buenos Aires 

que alcanzan a judicializarse, y hemos podido conocer el posicionamiento de los jueces a la 

hora de actuar en tales conflictos.3 

 
2
 De este modo, la seguridad alimentaria (ODS 2), la salud y el bienestar (ODS 3), la seguridad energética (ODS 

7), la sostenibilidad de las ciudades (ODS 11), el consumo y la producción responsables (ODS 12), los impactos 

climáticos (ODS 13), la vida debajo del agua (ODS 14) y la biodiversidad terrestre (ODS 15), no pueden ser 

alcanzados ni mantenidos sin un suministro adecuado de agua dulce de buena calidad (Rojas Hernández y Barra 

Ríos, 2020). 
3
 Para mayor información de la contraparte en este proyecto Vincular, ver: https://fundacionaguas.org/  

https://fundacionaguas.org/


 

 

 

 

II. Antecedentes 

 

Los intentos por abordar integralmente la cuestión han avanzado paulatinamente durante el 

último decenio. En nuestra región se destacan, entre otros, el trabajo conjunto realizado entre 

el Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo (IDRC, Canadá) y el Centro del 

Agua del Trópico Húmedo para América Latina y el Caribe (CATHALAC, Panamá). En dicha 

investigación se indagó sobre seguridad hídrica y cambio climático a nivel regional, focalizando 

la atención en las condiciones político-institucionales de la gestión del agua en República 

Dominicana y en Guatemala (Colom de Morán, Morán Montaño y Picado, 2015). Del mismo 

modo, una obra coral que aborda diferentes aspectos del derecho al agua, y que contempla los 

entramados jurídicos y político-institucionales es la que Rojas Hernández y Barra Ríos (2020) 

condujeron en Chile. Por su parte, y también en esta línea de abordaje que nos interesa destacar, 

Ortega y Portillo (2015) avanzan en la situación del Paraguay, y Valdés Cobos (2018) lo hace 

para México. 

En tanto, si nos remitimos a los estudios sobre los conflictos específicos referidos al derecho al 

agua, puede encontrarse una amplia literatura enfocada principalmente en las acciones de 

protesta de los movimientos sociales, campesinos e indígenas en contextos particulares; y en el 

marco de conflictos ambientales más amplios, que ponen en discusión al acceso, la 

disponibilidad, la apropiación, la distribución y la gestión de los recursos naturales en diferentes 

regiones del país (Merlinsky y Wagner, 2019); como la megaminería (ídem) o minería (Martín 

y Wagner, 2014); la apropiación, privatización y/o mercantilización del agua (De Alba y Naba, 

2009; Cáceres, 2022; Riera, 2020), o la contaminación por agroquímicos (Schmidt, Tobías, 

Merlinsky y Toledo López, 2022) y los conflictos en torno a su uso y efectos (Carrizo y Berger, 

2013). Específicamente en la Provincia de Buenos Aires (en adelante PBA) se han estudiado 

las políticas de agua potable y saneamiento (Tobías y Pereira, 2014) en el marco del derecho a 

la salud y el ambiente sano (Merlinsky y Tobías, 2020), los conflictos suscitados en la Cuenca 

Matanza-Riachuelo (Merlinsky, 2013; Merlinsky, Tobías y Schmidt, 2021; Merlinsky y Tobías, 

2021) y los efectos territoriales de su judicialización (Merlinsky, Melé y Scharager, 2023); el 

impacto del uso de agroquímicos (Jäger, 2016); y la mercantilización de las aguas subterráneas 

(Riera, 2020); entre otros casos específicos.       

I. La gobernabilidad del agua en Argentina: el marco de la política ambiental 

 



 

 

 

Los estudiosos de la institucionalidad pública ambiental coinciden en señalar su inicio en 1973, 

cuando Juan Domingo Perón creó la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, 

dependiente del Ministerio de Economía, en simultaneidad a otros países noroccidentales, 

aunque “desde entonces ha manifestado una trayectoria sinuosa y con distintos vaivenes” 

(Cáceres, 2017: 86), ya que el gobierno de facto que ocupó el poder desde 1976 disolvió la 

Secretaría, relegó sus funciones a otras áreas como Obras Públicas y Transportes y Agricultura 

y Salud, y dejó de lado las iniciativas legislativas en materia ambiental (ídem). 

Esto comenzó con el pasaje de un modelo de provisión centralizado en Obras Sanitarias de la 

Nación (OSN) a uno de descentralización que Acuña et al. (2019) sitúan entre 1970 y 1988. 

Este se caracterizó por el surgimiento de cientos de sistemas de provisión, “en tanto cada 

jurisdicción provincial conformó su modelo de gestión que incluyó la prestación directa 

mediante empresas públicas o direcciones provinciales, la transferencia a las jurisdicciones 

municipales o la promoción de cooperativas” (Acuña et al., 2019: 107). La descentralización 

no contempló la provisión de recursos para mantener la infraestructura, financiar obras de 

extensión de los servicios, ni sostener o mejorar la calidad del servicio. Sumado a la falta de 

financiamiento, 

las jurisdicciones provinciales y locales enfrentaron la falta de experiencia en la 

planificación y gestión de los servicios y de recursos humanos especializados, no 

solo en la operación de los servicios, sino en las áreas de planificación, en tanto una 

parte relevante de la planta técnica especializada de OSN permaneció en el área no 

descentralizada o pasó a retiro en distintas formas (Acuña et al., 2019: 107-108). 

 

A este proceso siguió la privatización durante los años 90 (Acuña et al., 2019), que coincidió 

con la reforma constitucional y la consecuente provincialización de los recursos naturales. 

Mientras la cuestión ambiental cobraba creciente relevancia en el resto del mundo, “en 

Argentina recién volvió a cobrar impulso con la conformación de la Secretaría de Recursos 

Naturales y Ambiente Humano en 1991” (Cáceres, 2017: 87), en un intento por adaptarse al 

panorama internacional. Por ello, los 90’s estuvieron marcados por la firma y ratificación de 

diversos convenios internacionales sobre ambiente, la creación del Ente Nacional de Obras 

Hídricas de Saneamiento (Enohsa) en 1995 –recientemente derogado por el Decreto 1020/2024 

durante el gobierno de Javier Milei– y la privatización de empresas proveedoras de servicios 

públicos, como agua y saneamiento, con fuerte incidencia en el ambiente (Cáceres, 2017: 87-

88). Asimismo, la reforma de la Constitución Nacional de 1994 provincializó los recursos 

naturales, incorporó el derecho al ambiente sano y estableció la sanción de leyes de 



 

 

 

presupuestos mínimos (ídem.). Por ello, Juliá (2015) señala que lo principal de este período es 

haber convertido a la política ambiental en una política de Estado.  

Los vaivenes del sector se profundizan en los albores del siglo XXI, cuando el país atraviesa 

una profunda crisis. Esta llevó al establecimiento de algunas normativas que modificaron el 

escenario en el que se habían desempeñado las prestadoras de los servicios, impulsando la salida 

del país de los prestadores privados, ante la depreciación de la moneda local y la prohibición 

de indexar las tarifas (Acuña et al., 2019: 110). A causa de ello, inició una etapa de 

reestatización del sector (2003-2015), “en que la intervención del Estado incluyó la decisión de 

rescindir los contratos, la creación nuevas empresas, el reordenamiento institucional de los 

entes de regulación y control y la sanción, en algunos casos, de nuevos marcos regulatorios” 

(ídem.). También se fortaleció al Enohsa para que tuviera un rol más activo en la creación y el 

mantenimiento de la infraestructura. 

Pese a ello, aún hoy, la gestión del agua se caracteriza por la fragmentación y la 

descoordinación: mientras a nivel nacional, luego de la disolución del Enohsa, los actores 

relevantes son la Subsecretaría de Recursos Hídricos y el Consejo Hídrico Federal (Cohife),4 

instancia federal para la concertación de la política hídrica; se suman a la gestión diferentes 

instancias subnacionales que tienen competencias sobre los recursos de sus territorios, como 

las autoridades del agua y las empresas prestatarias del servicio (Cáceres, 2017: 91). En la 

Provincia de Buenos Aires, entre las primeras destaca la Subsecretaría de Recursos Hídricos de 

la PBA, y entre las segundas, Agua y Saneamientos Argentinos S.A. (AYSA) y Aguas 

Bonaerenses S.A. (ABSA), que comparten la provisión del agua potable en la PBA con otras 

prestatarias de gestión cooperativa, municipal y también privada. 

Así, en lo que refiere específicamente a la PBA, desde el siglo XX se conformó un esquema 

institucional de provisión de agua que se ha visto “afectado por un derrotero de decisiones 

volátiles, contradictorias, poco coherentes y descoordinadas” (Cáceres y Minaverry, 2023: 

750).  

Por un lado, en 26 municipios del conurbano opera Aguas y Saneamiento Argentina 

S.A. (AYSA), el ente de control es el Ente Regulador de Agua y Saneamiento 

(ERAS), un organismo autárquico e inter-jurisdiccional. En los municipios del 

interior la prestación está atomizada y el control de la calidad y del servicio público 

de agua depende de la Autoridad del Agua desde 2017. Entre las empresas que 

operan se destaca la empresa estatal provincial Aguas Bonaerenses (ABSA), que 

provee el servicio público de agua en 53 municipios que incluye a Bahía Blanca, 

Lincoln, Nueve de Julio, General Madariaga, entre otros. A su vez, hay numerosas 

 
4
 Conformado por el Estado Nacional, los Estados Provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el Cohife 

es una persona jurídica de derecho público creada como instancia federal para el tratamiento de los aspectos de 

carácter global, estratégico, interjurisdiccional e internacional de los Recursos Hídricos (Cohife, s/f).   



 

 

 

prestadoras locales como Sociedad del Estado en el Partido de General Pueyrredón 

a cargo de Obras Sanitarias Sociedad del Estado, direcciones municipales como en 

Junín, cooperativas, y concesiones privadas que proveen del servicio de agua en el 

interior (Cáceres y Minaverry, 2023: 750-751) 

 

Cáceres y Minaverry concluyen que “en la PBA no existe acuerdo en los marcos regulatorios 

vigentes sobre lo que se considera agua potable y apta para consumo humano y los patrones de 

calidad pertinente” (2023: 751), lo que expone a la población a gran incertidumbre y genera 

discriminación entre usuarios que pueden recibir agua de distinta calidad.   

 

II. El derecho humano al agua en Argentina 

 

El derecho humano al agua era reconocido como un derecho implícito dentro de otros derechos 

humanos con preexistencia a la Resolución 64/292 de la Asamblea General de Naciones Unidas 

que, en 2010, estableció el derecho humano al agua como un derecho autónomo, al igual que 

otras normas del derecho positivo internacional y el derecho consuetudinario (Echaide, 2021). 

A partir de allí, la comunidad internacional avanzó hacia los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 

entre los que se acordó “garantizar la provisión de agua y su gestión sostenible y el saneamiento 

para todos” (Naciones Unidas, 2015) definiendo metas que alcanzar en 2020 y 2030 (Acuña et 

al., 2019: 101). En tanto Argentina suscribe a estos acuerdos internacionales, estos son 

vinculantes y aplicables a nuestro país.  

En lo que refiere a la calidad del agua, la misma está estipulada por el Código Alimentario 

Argentino, “que establece parámetros de calidad físicos en relación a la turbiedad, color y olor 

del agua; valores químicos en relación al PH; y un listado de sustancias inorgánicas” (Cáceres 

y Minaverry, 2023: 750), siguiendo de cerca las recomendaciones de la “Guía de Calidad para 

el Agua Potable” de la Organización Mundial de la Salud (OMS) (ídem.). 

En cuanto a la justiciabilidad del derecho al agua en América Latina, existen diferentes modelos 

(Olmos Giupponi y Paz, 2013). En algunos países, el mismo se encuentra protegido por su 

Constitución Nacional, por lo que resulta directamente exigible ante los tribunales. En otros, 

como Argentina y Colombia, este derecho no está consagrado constitucionalmente, pese a que 

los tribunales lo han ratificado, pero igualmente el derecho al agua ha logrado hacerse 

justiciable (ídem). En nuestro país, esto es así porque los tribunales nacionales han confirmado 

el derecho al agua, entendiendo que el mismo se encuentra consagrado implícitamente en el 

derecho a la protección del medio ambiente (ídem). Por tanto, “en la jurisprudencia, tanto las 

empresas estatales como las privadas han sido responsables de garantizar un suministro de agua 



 

 

 

adecuado, especialmente para las personas que se encuentran en situaciones difíciles” (Olmos 

Giupponi y Paz, 2013; 351). 

En este sentido, como afirman Cáceres y Minaverry: 

 

la calidad del agua que se distribuye en el servicio público, más allá del prestador, 

ha dado lugar a distintas demandas, cuyo derrotero tiene como principal 

protagonista al Poder Judicial quién sentó jurisprudencia en fallos que reconocen al 

derecho humano al agua y las responsabilidades que le competen tanto al Estado 

nacional y a los estados subnacionales. Así dictaminó que la definición de la calidad 

de agua conforma una competencia concurrente entre el Estado nacional y los 

Estados subnacionales, que el Código Alimentario no colisiona con lo establecido 

en la Constitución Nacional respecto al dominio originario de los recursos naturales 

por parte de las provincias, que la prestación del servicio de agua refiere efectuarse 

“en armonía con la legislación nacional” y los marcos normativos que protegen al 

ambiente y a los usuarios” (2023: 751) 

 

Como caso paradigmático, destaca la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

(CSJN) en 2014, donde afirmó que el acceso al agua potable incide directamente sobre la vida 

y la salud de las personas, por lo que debe ser tutelado por los jueces. Como señala Echaide 

 

En el caso “Kersich, Juan Gabriel y otros c/ Aguas Bonaerenses y otros s/ amparo”, 

la Corte verificó que se puso en juego el derecho humano de acceso al agua potable, 

la salud y la vida de una gran cantidad de personas que se vio amenazado por el 

obrar de la empresa Aguas Bonaerenses S.A. (ABSA) que brinda a los vecinos agua 

con proporciones de arsénico que superan las permitidas por el Código Alimentario 

Argentino. En consecuencia, la contaminación por arsénico en el agua suministrada 

en toda la localidad no resultaba un problema de cada uno de los habitantes, sino 

que era un problema comunitario que, para su mejor solución, debió ser tratado en 

un proceso colectivo. En la sentencia, la CSJN responsabilizó a la empresa (2021: 

333-334).  

 

Según este autor, la prensa nacional reveló “conexiones de la dirección de la empresa con el 

sector privado y con el grupo empresario perteneciente al entonces Presidente de la Nación, 

Mauricio Macri, dejando entrever posibles conflictos de intereses” (Echaide, 2021: 334). Los 

dilemas entre la administración privada y la pública en lo que refiere a la gestión del agua, son 

recurrentes (ídem). Sobre este aspecto, el autor señala que la propia empresa ABSA 

fue creada por el Estado provincial luego del fracaso de la gestión privada en manos 

de la empresa transnacional norteamericana Azurix Corp., quien demandó a la 

Argentina ante el CIADI luego de habérsele rescindido el contrato de concesión con 

la provincia de Buenos Aires, ante la negativa del Estado en aprobar los reajustes 

tarifarios requeridos por la empresa en pleno contexto de crisis económica y social. 



 

 

 

El tribunal del CIADI acabó laudando una condena al Estado argentino por 165,2 

millones de dólares norteamericanos” (Echaide, 2021: 334).  

 

De ello, deduce que la violación del derecho humano al agua no solo puede deberse a la falta 

de regulación del Estado, “lo que constituiría un caso de responsabilidad internacional por 

omisión, sino también por las actividades realizadas por los entes no estatales encargados 

directamente en la gestión de la actividad” (Echaide, 2021: 334), sean de gestión pública o 

privada. Las cuatro categorías de violación del derecho al agua elaboradas por Thielbörger 

(2009) son: (1) a través del contrato de concesión –por el nivel de tarifas aplicadas, las medidas 

de control de calidad, la falta de acceso igualitario o de planes de contingencia–; (2) a través de 

un insuficiente monitoreo y control; (3) de la denegación de derechos procesales; (4) de la falta 

de revisión judicial. A estas categorías Echaide añade una adicional: (5) “la violación por 

omisión de reglamentación y falta de cumplimiento efectivo” (2021: 334).  

 

III. Metodología 

 

La presente investigación, por las características de su objeto, asume teórica y 

metodológicamente los presupuestos de la Empirical Legal Research (ELR) propuestos por 

Epstein y Martin (2014). Por ello, la combinación de técnicas cualitativas y cuantitativas, en un 

ida y vuelta, resulta lo más apropiado.  

Previamente, y como primer paso, a través de la revisión de literatura, documentación, y del 

intercambio con especialistas de nuestra contraparte, la Fundación Aguas, decidimos utilizar 

dos tipos de fuentes principales, para cumplir con dos objetivos específicos diferentes, en aras 

de acceder al panorama de conflictividad en torno al acceso y calidad del agua y a su 

judicialización en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. 

El proyecto de investigación “Derecho al agua: conflictos y judicialización en la Provincia de 

Buenos Aires” adoptó una estrategia metodológica cuali-cuantitativa, con dos caminos 

complementarios, en términos de los procesos de recolección de datos. Por una parte, el 

relevamiento y sistematización de fallos referidos a conflictos por el agua en dicho distrito, 

extraídos del compendio de jurisprudencia sobre el tema de Cabaleiro (2022), y, por otra, la 

aplicación de un cuestionario a funcionarios del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires. 

Para su concreción se han considerado dos tipos de técnicas de recolección de datos: la 

sistematización de los fallos requirió, en primer lugar, de una estrategia cualitativa que permitió 

identificar los principales ejes comunes emergentes, para luego realizar la construcción de una 



 

 

 

base de datos que permitiera construir estadística descriptiva a partir de los contenidos de las 

sentencias. En cuanto a las técnicas de análisis de datos se ha realizado el abordaje estadístico 

de las matrices de datos producidas. En tanto, para la encuesta se recurrió a una técnica propia 

de la estrategia metodológica cuantitativa (construcción de matrices de datos estadísticos). 

 

I. Sistematización y análisis de fallos 

 

El análisis de los fallos se centró en el contenido de las sentencias judiciales como material 

empírico con potencialidad de arrojar una importante cantidad de datos vinculados a los casos 

que son judicializados. El análisis de sentencias judiciales, propuesto en el marco del proyecto 

de investigación, parte de una definición precisa del universo a ser analizado. Así, las sentencias 

analizadas fueron seleccionadas a partir de la recopilación de fallos y dictámenes de la Justicia 

Federal y Tribunales provinciales para el período 1887-2022 elaborado por Cabaleiro (2022). 

Nuestra muestra fue conformada por los fallos y dictámenes que cumplían dos requisitos: versar 

en materia de acceso al agua potable; derecho humano al agua potable y calidad del agua; y ser 

competencia de cualquier instancia judicial emplazada en la Provincia de Buenos Aires. La 

muestra quedó así conformada por un total de 28 fallos. Con ellos, diseñamos una base de datos 

que nos permitió sistematizar una serie de variables identificadas como relevantes para la 

jurisprudencia argentina en materia de derecho al agua. Se relevaron cualitativamente las 

siguientes variables: año y organismo de inicio de la acción, localidad de los hechos, tipo de 

patrocinantes, actores demandantes, actores demandados, tipo de causa, derechos invocados, 

medidas solicitadas, argumentos esgrimidos en las causas originales y las sucesivas apelaciones 

cuando las hubo, y su resolución. En el presente informe no presentamos los resultados de esta 

parte de la investigación ni el análisis sistemático de los mismos. Sin embargo, en algunas partes 

recurrimos a ellos y los mencionamos como contraste o aval de las respuestas brindadas por 

jueces y funcionarios. 

 

II. Cuestionario aplicado a funcionarios judiciales de la PBA 

 

Previo a la descripción y explicitación de las decisiones metodológicas, corresponde una 

reflexión sobre la población considerada. Este trabajo contribuye a ampliar nuestra 

comprensión de la dinámica interna y del accionar del poder judicial respecto del derecho al 

agua a través de la concepción y las acciones de los jueces y funcionarios de la PBA. Presentar 

datos originales sobre este asunto supone todo un desafío. Resulta relativamente reciente el 



 

 

 

avance en los estudios sociales sobre las dinámicas internas de los poderes judiciales a partir 

del trabajo con jueces y otros funcionarios. Al respecto, existe abundante literatura que 

considera a los jueces como una población difícil de encuestar, especialmente por la dificultad 

de contactarlos, como miembros de élites, y, consecuentemente, difíciles de persuadir para 

participar en una investigación (Aguiar-Aguilar, 2024; Casaleiro, Roach Anleu, y Dias, 2023).5  

Por tales características, si bien algunos científicos sociales han sugerido que la investigación 

cuantitativa en entornos difíciles es poco fiable o incluso imposible debido a la mala calidad de 

los datos, Khoury (2020) evalúa alternativas y concluye que mientras no tengamos pretensión 

de generalización, varias vías contribuyen a ampliar el conocimiento. Para los grupos difíciles 

de encuestar, el autor reconoce el valor de enfoques no probabilísticos que crean muestras de 

estudio por medios distintos a la aleatorización. Si bien no puede estimarse estadísticamente la 

incertidumbre de dichos datos, si puede hacerse una evaluación de las respuestas de la 

población. Así, para llegar a poblaciones identificables pero difíciles de encuestar, los 

investigadores emplean con frecuencia algunos métodos no probabilísticos, tales como el 

muestreo de conveniencia, intencional, por cuotas e institucional. 

En nuestro caso, para acceder a la población objetivo, invitarlos a participar de la investigación 

y persuadirlos de responder el cuestionario, hemos enviado el instrumento a través de una 

institución que nuclea a los miembros del Poder Judicial de la PBA: el Colegio de Magistrados 

y Funcionarios del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires.6 Ello fue posible gracias al 

Convenio de Cooperación que tiene nuestra contraparte, la Fundación Aguas, con dicha 

institución.7 

De este modo, realizamos una encuesta destinada a jueces y funcionarios judiciales de la PBA, 

a los fines de conocer el panorama desde el punto de vista de estos actores. La modalidad de la 

encuesta fue online, a través de la plataforma Survey Monkey. Esta metodología registró su 

impulso y se posicionó fuertemente durante la pandemia, y nos permitió realizar la encuesta a 

múltiples actores en un tiempo reducido, específicamente entre los días 11 y 21 de diciembre 

de 2024. Este método de recopilación de datos consistió en el envío de un cuestionario a una 

 
5
 “Hard-to-Survey Populations” es el término en inglés para estos grupos sociales. Khoury (2020) resume la 

clasificación de Tourangeau (2014) sobre las “poblaciones difíciles de encuestar” como aquellas con una o más de 

las siguientes particularidades: “difíciles de muestrear” si no se encuentran en una lista de población que sirva 

como marco de muestreo o si son poco comunes en la población general; “difíciles de identificar” u “ocultas” si 

su comportamiento es arriesgado o delicado; “difíciles de alcanzar” si son móviles y difíciles de contactar; 

“difíciles de persuadir” porque no están dispuestas a participar; o “difíciles de entrevistar” porque carecen de la 

capacidad de participar. Aguiar-Aguilar (2024) profundiza en cada una de estas características en la investigación 

con jueces. 
6
 Para mayor información sobre este organismo, puede consultarse su página web: https://www.cmfbsas.org.ar/  

7
 Disponible en:  https://www.cmfbsas.org.ar/wp-content/uploads/2024/08/Convenio-Fundacion-Aguas.pdf  

https://www.cmfbsas.org.ar/
https://www.cmfbsas.org.ar/wp-content/uploads/2024/08/Convenio-Fundacion-Aguas.pdf


 

 

 

muestra de encuestados, vía mail y whatsapp, que estos pudieron responder a través de la red. 

Como se explicó anteriormente, el envío de la misma estuvo a cargo del Colegio de Magistrados 

y Funcionarios del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, lo que permitió el acceso y 

favoreció la tasa de respuesta en un público objetivo de difícil acceso.  

Obtuvimos un total de 152 respuestas. Se buscó incluir una diversidad de perfiles dentro del 

universo de interés, con una cantidad de casos que permitiera un análisis exploratorio 

significativo. Los datos demográficos revelan que el 42,8% se autoperciben mujeres (65) y el 

56,6% hombres (86), y se encuentran entre los 27 y los 80 años de edad, aunque tres cuartos de 

los funcionarios tienen entre 50 y 70 años (ver gráfico 1). Casi el 80% obtuvo su título de grado 

en una Universidad Pública, y la mitad (51,4%) cuenta con título de posgrado, porcentaje que 

se amplía un 18,1% si se incluye a los posgrados en curso. 

  



 

 

 

Gráfico 1. Composición etaria de los funcionarios encuestados del Poder Judicial de la PBA 

(Total población) 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

Respecto de las dependencias en que trabajan los funcionarios, se evidencian algunos sesgos, 

en tanto la mayoría se desempeña en el Departamento Judicial del partido de Lomas de Zamora, 

seguido por el de General San Martín, ambos en el área del Conurbano Bonaerense (zona sur y 

zona norte respectivamente). Atrás, con un 8%, se encuentran quienes trabajan en La Plata, 

capital de la PBA (ver tabla 1). El 81% del total de los funcionarios entrevistados se desempeña 

en fueros de Primera Instancia. En relación a la materia, la mitad lo hace en fueros en materia 

penal (ver gráfico 2). En relación al cargo desempeñado por cada uno de los entrevistados, 

puede consultarse su distribución en el gráfico 3. 

 

Tabla 1. Porcentaje de entrevistados según Departamento Judicial en que se desempeña (Total 

población) 

Departamento Judicial en que se desempeña Porcentaje de la muestra 

Lomas de Zamora 44,2% 

San Martín 17,7% 

La Plata 8,0% 

Junín 6,2% 

Azul 4,4% 

Bahía Blanca 3,5% 

San Nicolás 2,7% 

Avellaneda – Lanús 1,8% 



 

 

 

Dolores 1,8% 

Moreno – Gral. Rodríguez 1,8% 

Morón 1,8% 

Quilmes 1,8% 

La Matanza 0,9% 

Mar del Plata 0,9% 

Mercedes 0,9% 

San Isidro 0,9% 

Zárate - Campana 0,9% 

Necochea 0,0% 

Pergamino 0,0% 

Trenque Lauquen 0,0% 

Otro (especifique) 0,0% 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

Gráfico 2. Porcentaje de entrevistados según tipo de fuero en que trabaja (Total población). 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Gráfico 3. Cargo que desempeñaban los entrevistados a diciembre de 2024 (Total población) 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

Las preguntas fueron elaboradas por los integrantes del equipo, junto con representantes de la 

Fundación Aguas, en base al objeto principal del estudio y también se realizaron preguntas de 

corte según las principales variables sociodemográficas. El cuestionario consistió en una serie 

de preguntas de tipo abiertas y cerradas, según el objetivo específico de cada una de ellas.8 

 

IV. Resultados 

 

I. Causas sobre el derecho al agua 

 

Consultados por si habían trabajado en alguna causa vinculada al derecho de acceso al agua, el 

88% de los entrevistados afirmó no haber participado en ninguna. El 8% participó solo en una, 

mientras que un 3,5% lo hizo en dos o más, lo que revela cierta concentración de las causas en 

escasos actores. Más aún, de entre estos últimos, más de la mitad tuvieron solo 2 causas, pero 

hay quienes tuvieron 3, y también uno que declaró 4, otro 5 y un último 7 o más.  

Los entrevistados dan cuenta de que la gran mayoría de las causas en que trabajaron (68,8% del 

total), fueron iniciadas por individuos particulares, mientras que sólo 2 casos fueron iniciados 

por una ONG, y 3 por organismos del sector público: una por un gobierno municipal, otra por 

el provincial y una última por un Ente Regulador de los Servicios Públicos. Esto coincide 

 
8
 El cuestionario se incluye en el anexo. 



 

 

 

parcialmente con la información que surge de un análisis preliminar de los fallos en la materia: 

allí pudimos constatar que el 96% de las causas fueron iniciadas por actores particulares, sea de 

manera individual (32,1%) o agrupada (64,3%), esto deja un solo caso que ha sido iniciado por 

un organismo público. En un análisis posterior restará constatar si esta discrepancia constituye 

un sesgo de la muestra observada o revela una interpretación distinta a la nuestra, por parte de 

los entrevistados, del recorte geográfico bajo observación 

En cuanto a los demandados, el 50% pertenece al sector público, repartido entre gobierno 

municipal, provincial y entes reguladores, como se puede ver en el gráfico 4. Esto coincide con 

la información que surge del análisis de los fallos en la materia, en donde el principal actor 

demandado son las empresas proveedoras del suministro, en especial ABSA, seguida por los 

gobiernos de nivel provincial y municipal. 

 

Gráfico 4. Porcentaje de actores demandados en causas vinculadas al derecho al agua según los 

funcionarios públicos entrevistados (Total población que tuvo causas vinculadas a derecho al 

agua) 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

 

II. Sobre el conocimiento en materia de derecho al agua entre los funcionarios 

 



 

 

 

Un dato relevante y, por qué no, alarmante, surge de la pregunta por la autopercepción sobre el 

nivel de conocimiento en materia de derecho al agua. Ante este interrogante, ninguno de los 

encuestados consideró que este era “muy alto”, y solo un 13% respondió “alto”. Más de la mitad 

(54%) afirmó tener “bajo” conocimiento, mientras que un 18% lo definió como “muy bajo” y 

un 11% directamente lo considera “nulo” (ver gráfico 5). Agrupadas, estas últimas respuestas 

implican que el 83% de los funcionarios del Poder Judicial de la PBA entrevistados afirma tener 

poco o ningún conocimiento en materia del derecho al agua. En sintonía, el 84% considera que 

no ha tenido formación suficiente en la materia.  

 

Gráfico 5. Respuestas a la pregunta “¿Cómo evaluaría usted su nivel de conocimiento en 

materia de derecho al agua?”, en porcentajes (Total población que tuvo causas vinculadas a 

derecho al agua) 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

La encuesta incluyó una pregunta abierta destinada a indagar en el marco de qué asignatura, 

curso o especialización se habían capacitado en la materia. Entre las respuestas más frecuentes 

se encuentran la capacitación obligatoria impuesta por la Ley Nacional N° 27.592 conocida 

como Ley Yolanda –que en diciembre de 2020 estableció que todos los empleados de los tres 

poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) del nivel nacional deben recibir una capacitación 

obligatoria en materia ambiental–, y cursos de grado, posgrado y otras capacitaciones en 



 

 

 

materia de Derecho Ambiental y Derecho de los Recursos Naturales. Entre estos se incluye 

también la capacitación obligatoria en materia ambiental que estableció la Provincia de Buenos 

Aires mediante la Ley 15276, en marzo de 2021, por la que hizo extensiva a todos los 

funcionarios públicos de los tres poderes del nivel provincial, la formación establecida meses 

antes para los del nivel nacional por la Ley Yolanda. A estas menciones, le sigue la formación 

autodidacta, por iniciativa propia.9 

La frecuente alusión a capacitaciones obligatorias en materia ambiental establecidas por los 

diferentes niveles de gobierno en los últimos cinco años, parece correlacionar con el 55% que 

afirmó creer que el derecho al agua ha “modificado su jerarquía o ampliado su área de 

competencia en los últimos años”, porcentaje conformado por el 24% que considera que este 

ha ganado mayor relevancia en la agenda pública y el 31% que, aunque coincide, entiende que 

este ha perdido importancia frente otros temas que han sido relevante en la agenda pública. Un 

24% considera que su relevancia se mantiene igual, mientras que un 21% dijo no tener una 

opinión al respecto. 

De la mano con el escaso conocimiento que consideran tener los entrevistados, estos también 

coinciden en que la ciudadanía no está suficientemente informada en materia de sus derechos 

al agua. El 90% se manifestó en desacuerdo o muy en desacuerdo con la afirmación del 

conocimiento ciudadano. El consenso se diluye al indagar sobre los efectos de ese conocimiento 

ciudadano sobre su propia labor. En este sentido, mientras un 35% se manifestó en desacuerdo 

con que “una ciudadanía más informada sobre sus derechos en torno al agua llevaría a un 

aumento de conflictos judicializados”, un 38% afirmó estar de acuerdo y un 19% muy de 

acuerdo. 

El 95% de los encuestados afirmó estar de acuerdo o muy de acuerdo con que “el Derecho al 

agua está implícito en otros derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida y la salud), y 

su protección está garantizada por tratados internacionales”. Esto resulta coherente con la alta 

frecuencia con que, en las resoluciones de los fallos analizados en materia de derecho al agua 

en la PBA, aparecen mencionados estos tratados, y las normativas nacionales que los ratifican 

e implementan. El acuerdo internacional más mencionado en los fallos es el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de las Naciones Unidas, que entró en vigor en 

1976. Específicamente se resaltan sus artículos 11 y 12, que “reconocen el derecho de toda 

 
9
 Otras respuestas, mucho menos frecuentes, incluyen los Derechos Humanos, el Derecho Agrario y el Derecho 

Penal (tres casos para cada respuesta), el Derecho Constitucional y los Derechos Reales (dos respuestas), y también 

los Derechos del Niño, el Derecho Administrativo, el Derecho Aeronáutico-Minero, el Derecho Internacional 

Público, el Derecho Procesal, Navegación, Procesos Colectivos y Procuración. 



 

 

 

persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y 

vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia” (Naciones 

Unidas, 1966); y el derecho a la salud, respectivamente. También destaca la apelación al 

Artículo 24 inciso 2 c de la Convención sobre los Derechos del Niño, en la que compromete a 

los Estados Parte a adoptar las medidas apropiadas para garantizar “el suministro de alimentos 

nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de 

contaminación del medio ambiente” (Naciones Unidas, 1989); y a la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica (especialmente el artículo 4 sobre 

Derecho a la Vida y el 19 respecto a los Derechos del Niño).10 

En este sentido, en la resolución de los fallos, la normativa nacional más citada es la 

Constitución Nacional, a la que se hace referencia en 46 oportunidades. En ellas, la más 

frecuente, con 19 menciones, es al Artículo 75 inciso 22, por la que se otorga jerarquía 

constitucional a los tratados internacionales antes mencionados. Le siguen las referencias al 

Artículo 41 que garantiza el Derecho a un ambiente sano; al 42 que protege la salud, seguridad 

e intereses económicos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios; y el 43, que 

habilita a toda persona a interponer acción expedita y rápida de amparo “contra todo acto u 

omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, 

restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías 

reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley” (Constitución Nacional de la República 

Argentina, 1994). 

Las alusiones a la jurisprudencia asentada por fallos previos no resultan muy frecuentes en la 

resolución de los tribunales, pero algunos casos parecen haber sentado precedentes que son 

tomados en consideración. Estos son la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación en el caso “Halabi”, y de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires 

en las causas “Boragina”, “Florit”, “Conde” y “Kersich”, como también a la Acordada N° 3660 

de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires (Registro de Procesos de 

Incidencia Colectiva). 

A la vez, el alto grado de asentimiento frente a la respuesta anterior, en lo referido a que el 

derecho al agua es un derecho implícito contenido en otros, se condice con la diversidad de 

artículos y normativas que se mencionan en los fallos, lo que evidencia la variedad de derechos 

en que se subsume o se presume subsumido el derecho humano al agua.  

 
10

 Con mucha menos frecuencia, también se ha hecho referencia en los fallos analizados a la Normativa de la 

Organización Mundial de la Salud (OMS) sobre el límite de arsénico en agua potable (0,01 mg/l), al Convenio 

sobre la Diversidad Biológica, y a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 



 

 

 

Esto también es consistente con lo que perciben o conocen de la jurisprudencia. En este sentido, 

77% de los entrevistados afirmó estar de acuerdo o muy de acuerdo con que “En Argentina, los 

tribunales nacionales han sostenido que el Derecho al agua está implícitamente consagrado en 

el Derecho a la protección ambiental”. Pese al alto consenso en la pregunta previa, casi la 

totalidad de los encuestados afirmó estar de acuerdo con que el derecho al agua debería ser un 

derecho autónomo. 

 

III. Temáticas de relevancia 

 

Cuando se consultó a los funcionarios respecto a cuáles consideraba que eran los principales 

problemas referidos al derecho al agua en el área de su municipio y/o Departamento Judicial y 

en la PBA (con opciones múltiples), las respuestas más frecuentes tenían que ver con la calidad 

del agua (contemplando principalmente cuestiones vinculadas a la contaminación por 

agrotóxicos, químicos y metales), el acceso al agua potable (vinculado a problemas en la 

provisión y el suministro), y también problemas de inundaciones y anegamientos. Con sutiles 

diferencias, estos fueron los tres ítems más frecuentes para ambas regiones (ver tabla 2). 

 

Tabla 2. Principales problemas vinculados al derecho al agua, porcentaje de selección entre 

respuestas múltiples 

 En su Dpto. 

Judicial o 

Municipio 

En la PBA 

Calidad del agua (contaminación - agrotóxicos - arsénico - 

cianuro - metales pesados - código alimentario argentino) 
21,00% 19,51% 

Barrios de Emergencia - Inundaciones 18,26% 16,67% 

Acceso al agua potable (entrega de bidones - caudal de agua - 

provisión de agua) 
14,61% 20,73% 

Información (educación ambiental - derecho a la información - 

participación ciudadana) 
7,31% 3,66% 

Actividades productivas y servicios (actividad industrial - 

construcciones - emprendimiento inmobiliario - hidrocarburos 
6,39% 7,72% 

Obras públicas (obra - obra pública - plan de gestión - planta 

depuradora - planta potabilizadora) 
6,39% 6,10% 

Residuos (residuos peligrosos - residuos sólidos urbanos) 5,94% 4,88% 

Derecho humano al agua potable 5,02% 6,50% 

Impacto ambiental (declaración de impacto ambiental - 

principio de precaución - resguardo de las aguas) 
3,65% 3,66% 

Generaciones futuras / Derechos de los niños, niñas y 

adolescentes 
3,20% 2,03% 



 

 

 

Saneamiento (recomposición/remediación - daños y perjuicios 

- cese de daño) 
3,20% 3,25% 

Humedales - acuífero - aguas subterráneas - biota acuática - 

ecosistemas acuáticos 
2,28% 2,44% 

Derecho de los/as consumidores/as 0,91% 1,22% 

Desvío de aguas (aprovechamiento de un río) 0,46% 0,41% 

Ecocentrismo (Emergencia hídrica - Pueblos originarios) 0,46% 0,00% 

Resolución sobre autoridades y competencias (competencia - 

competencia originaria - admisibilidad del amparo - 

inconstitucionalidad 

0,46% 1,22% 

Otros 0,46% 0,00% 

Parques nacionales / Reserva natural 0,00% 0,00% 
Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

Al analizar los fallos, identificamos que estas temáticas, señaladas como relevantes, coinciden 

con la causa principal que dio origen a las demandas judicializadas en la PBA. En este sentido, 

más de tres cuartas partes de las causas tuvieron que ver con contaminación del agua por 

arsénico y otros agrotóxicos (60,7% para contaminación por arsénico, 7,1% para agrotóxicos y 

10,7% para contaminación múltiple). Las violaciones al derecho humano al agua restantes 

originaron sus demandas por problemas vinculados a la deficiente provisión del servicio, 

incluyendo el corte del servicio, y la falta de acceso al agua potable. Las causas vinculadas a 

inundaciones quedaron fuera de la muestra de estudio, vinculada a la calidad y el acceso al 

agua. 

 

Gráfico 6. Causa principal que dio origen a los fallos analizados, en porcentajes 

 

Fuente: elaboración propia en base al análisis de los fallos en materia de acceso al agua potable. 

La relevancia de estas temáticas queda en evidencia también al observar las normativas más 

aludidas en las resoluciones de los fallos analizados. A la Constitución Nacional, que aparece 



 

 

 

como la referencia más mencionada, le siguen con igual cantidad de citas (23 para cada una), 

el Código Alimentario Argentino (Ley Nacional N° 18.284) y la Ley General del Ambiente. 

Sobre el primero, se alude en particular al artículo 982 que establece las características físicas, 

químicas y los criterios microbiológicos que debe cumplir el agua potable de suministro público 

y de uso domiciliario para considerarse apta para la alimentación y el uso doméstico; y el 983 

que establece estas condiciones, pero en lo referente al agua de bebida envasada. En lo que 

concierte a la Ley General del Ambiente, la utilización más frecuente remite al “principio 

precautorio” establecido por su Artículo 4, el cual establece que “cuando haya peligro de daño 

grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como 

razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la 

degradación del medio ambiente” (Ley Nacional N° 25.675). Con mucha menos frecuencia, los 

fallos refieren a la Ley Nacional N° 25.688 sobre el Régimen de Gestión Ambiental de Aguas; 

la Ley Nacional N° 24.240 de Defensa del Consumidor –aplicable subsidiariamente a los 

servicios públicos y la tutela de derechos colectivos–; la Ley Nacional N° 24.051 sobre 

Residuos peligrosos; el Código Civil y Comercial de la Nación; y el Código Penal de la Nación, 

entre otros.11 

En lo referente a la Provincia de Buenos Aires, la norma más citada es su Constitución, 

mayormente el Artículo 36 que versa sobre “la eliminación de los obstáculos económicos, 

sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y 

garantías constitucionales”, y reconoce explícitamente entre los derechos sociales a proteger, al 

Derecho a la salud, en su inciso 8. También se cita el Artículo 28 que garantiza el derecho a 

gozar de un ambiente sano. 

A esto le siguen reiteradas referencias a la Ley Provincial N° 14.192, y la 13.928 a la que 

introduce modificaciones de orden procedimental, en tanto la misma estipula los alcances de 

las acciones de Amparo Ambiental de la Provincia de Buenos Aires. Le siguen reiteradas 

alusiones a la Ley Provincial N° 13.230, por la que la PBA adhirió al Código Alimentario 

Argentino; y a la Ley Provincial N° 11.820, que constituye el marco regulatorio del servicio de 

agua potable en su territorio. Se replica aquí con lo que se evidenciaba en las referencias a la 

normativa nacional, y es la protección constitucional del derecho al agua, sea entendida como 

 
11

 Específicamente, las Leyes Nacionales N° 16.986 (Régimen de amparo), N° 22.421 (Conservación de la fauna 

silvestre), N° 26.221 (Marco regulatorio para la concesión del servicio de agua potable y desagües cloacales), N° 

27.453 (Integración sociourbana de barrios populares), N° 27.520 (Adaptación y mitigación del cambio climático), 

la Resolución N° 434/2019 de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable, y a una serie de Resoluciones 

Conjuntas de la Secretaría de Políticas, Regulación y Relaciones Sanitarias y la Secretaría de Agricultura, 

Ganadería, Pesca y Alimentos, a saber: Resolución Conjunta SPRyRS y SAGPyA N° 34/12, N° 50/12 (prórroga 

de adecuación a límites de arsénico), N° 68/07 y N° 196/07 (límites de arsénico en el agua). 



 

 

 

un problema de contaminación ambiental, de salud o de calidad de vida, y la centralidad que 

para ello tienen los parámetros que establece el Código Alimentario Argentino. Al igual que 

como acontece para la Nación, aquí también siguen menciones al Código Procesal Civil y 

Comercial de la Provincia de Buenos Aires, en tanto buena parte de la labor de los tribunales 

consiste en justificar la procedencia o no de la demanda en curso, del tipo de acción iniciada, 

del tipo de tribunal competente y la o las jurisdicciones con competencia. 

Hay varias referencias a la Ley Provincial N° 13.133 que establece el Código Provincial de 

implementación de los derechos de los consumidores y usuarios de servicios públicos; y los 

Decretos Provinciales N° 878/2003, que establece un nuevo marco regulatorio de agua potable 

y saneamiento y el N° 3289/2004 que lo aprueba. Con mucha menor frecuencia también se ha 

hecho referencia al Decreto Provincial N° 6553/74, que estipula las normas de calidad y control 

del agua potable destinada a bebida en la Provincia de Buenos Aires, y la Ley Provincial N° 

14.782 que reconoce el acceso al agua potable y al saneamiento como un derecho humano 

esencial. Llamativamente, hay solo una mención a lo que se conoce como el Código de Aguas 

de la Provincia de Buenos Aires (Ley Provincial N° 12.257), que entre otras cosas crea la 

Autoridad del Agua, delimita sus funciones, regula el uso, mejoramiento y aprovechamiento 

del agua y de los cauces públicos, aguas subterráneas entre otros fines.12 

Uno de los aspectos relevantes para comprender las decisiones referentes a los conflictos sobre 

provisión de agua potable, remite al papel que ocupan el sector público o el privado, y, para el 

primer caso, el nivel de gobierno visualizado como responsable principal. De las respuestas 

obtenidas resulta que existe un amplio consenso en que el principal responsable en gestionar y 

resolver la provisión de agua potable para consumo es el Estado, en sus tres niveles. La gran 

mayoría consideró que es responsabilidad del Estado Nacional, pero casi un tercio 

responsabiliza también al Provincial y la mitad al Municipal. 

 

Gráfico 6. Percepción de actores responsables de la provisión de agua potable (Respuesta 

múltiple expresada en porcentajes. Total población que tuvo causas vinculadas a derecho al 

agua) 

 
12

 Entre las normas de la PBA, también se citan la Ley Provincial N° 7.166 (Ley de Amparo) y su modificación 

por la N° 13.101 que cambia los requisitos para la admisibilidad del amparo; a la Ley Provincial N° 13.834 sobre 

el Defensor del Pueblo; la Ley Provincial N° 14.989 que declara la supresión del Organismo de Control del Agua 

de Buenos Aires (O.C.A.B.A) y traspasa sus funciones a la Autoridad del Agua; y el Decreto Provincial N° 517/02 

que declara la emergencia pública sanitaria y social en el “servicio de captación, potabilización, transporte, 

distribución y comercialización de agua potable; la colección, tratamiento, disposición y eventual reutilización y/o 

comercialización de desagües cloacales”. El mismo crea “Aguas Bonaerenses S.A.”, una sociedad anónima 

destinada a asumir la prestación de todos esos servicios y absorber los trabajadores de la concesionaria Azurix 

Buenos Aires S.A. que estaba a cargo de los mismos hasta entonces. 



 

 

 

 

Fuente: elaboración propia en base a los resultados de nuestra encuesta. 

 

IV. Interés por la temática 

 

El 82% de quienes respondieron afirmó tener interés en participar de cursos o capacitaciones 

en materia de derecho al agua. Entre las temáticas que suscitan mayor interés, las mencionadas 

con mayor frecuencia se vinculan al acceso al agua potable y a cuestiones asociadas como el 

saneamiento y la calidad del agua destinada al consumo humano. También destaca el interés 

por obtener información sobre la legislación nacional e internacional, la normativa específica, 

los procedimientos para llevar adelante las acciones legales y la aplicación de principios a casos 

concretos. También sobre la jurisprudencia y las políticas públicas sobre el tema. Se menciona 

interés por capacitarse sobre derecho al agua en general –su alcance, competencia y los medios 

para garantizarlo– y también en el marco de otros derechos como los Derechos Humanos, el 

Derecho Penal, el Derecho Ambiental, el Derecho de los Consumidores y el Derecho de los 

Niños. Finalmente, también se alude con frecuencia el interés por cuestiones vinculadas a la 

contaminación del agua, que incluyen preocupaciones por “cómo evitar la contaminación con 

agroquímicos”, las “consecuencias en la salud por arsénico en el agua potable” y “las 

posibilidades de su potabilidad” (tratamiento del agua, potabilidad, reciclado y reutilización de 

agua tratada). 



 

 

 

Entre las razones aducidas para la negativa, se menciona principalmente la falta de tiempo y de 

interés, vinculada también a la distancia percibida con el ámbito de competencia. Esto es, se 

aduce, falta de “aplicación práctica”, y lejanía “de la realidad con la que trabajo a diario”, como 

también que “no es un derecho que tenga mucho auge”. 

Sin embargo, se mostró mayor entusiasmo a la hora de llevar adelante actividades de formación 

y promoción en materia de derecho al agua, en tanto la mitad de los encuestados manifestó estar 

interesado en participar de las mismas, principalmente de jornadas de asesoramiento y de 

capacitación en materia de derecho al agua orientadas a la ciudadanía, y en menor medida de 

aquella orientadas a abogados y funcionarios públicos del sector. 

 

V. Conclusiones 

 

Este informe final da cuenta de los principales resultados obtenidos a partir de una encuesta, 

central para nuestra investigación, realizada a Jueces y funcionarios judiciales de la Provincia 

de Buenos Aires sobre conflictividad y judicialización del derecho al agua, como también sobre 

su formación y los conocimientos que poseen y/o creen poseer respecto de esta temática. A lo 

largo del informe se ha puesto en evidencia la originalidad de la investigación y su utilidad a 

futuro. Por un lado, en lo tajante a la metodología, el haber aplicado un cuestionario a la 

población objetivo, caracterizada –como se ha dicho–  por su difícil acceso y costosa persuasión 

a la participación, resulta un valor en sí mismo, y representa un antecedente y un puntapié clave 

para investigaciones futuras. La consecuencia de tal estrategia fue la obtención de datos 

originales y novedosos. 

Sobre este aspecto, cabe destacar que los entrevistados dan cuenta de que la gran mayoría de 

las causas en que trabajaron fueron iniciadas por individuos particulares, y que el 50% de los 

demandados corresponde al sector público, repartido entre gobierno municipal, provincial y 

entes reguladores. Esto último coincide con la información que surge del análisis de los fallos 

en la materia, en donde el principal actor demandado son las empresas proveedoras del 

suministro, seguido por los gobiernos de nivel provincial y municipal. En sintonía, existe un 

amplio consenso en que el principal responsable en gestionar y resolver la provisión de agua 

potable para consumo es el Estado, en sus tres niveles. Si bien la gran mayoría consideró que 

es responsabilidad del Estado Nacional, casi la mitad responsabilizó al Municipal y un tercio 

también al Provincial. 

En cuanto a los problemas referidos al derecho al agua en el área de su Departamento Judicial 

y en la PBA (con opciones múltiples), las respuestas más frecuentes tuvieron que ver con la 



 

 

 

calidad del agua (contemplando principalmente cuestiones vinculadas a la contaminación por 

agrotóxicos, químicos y metales), el acceso al agua potable (vinculado a problemas en la 

provisión y el suministro), y también problemas de inundaciones y anegamientos. Al analizar 

los fallos, identificamos que estas temáticas señaladas como relevantes, coinciden con la causa 

principal que dio origen a las demandas judicializadas en la PBA. En este sentido, más de tres 

cuartas partes de las causas tuvieron que ver con contaminación del agua por arsénico y otros 

agrotóxicos, mientras que las violaciones al derecho humano al agua restantes originaron sus 

demandas por problemas vinculados a la deficiente provisión del servicio, incluyendo el corte 

del servicio, y la falta de acceso al agua potable. 

Otro resultado relevante se vincula con el nivel de conocimiento en materia de derecho al agua: 

el 83% de los funcionarios del Poder Judicial de la PBA que entrevistamos, afirmó tener poco 

o ningún conocimiento en materia del derecho al agua, y el 84% considera no haber tenido 

formación suficiente en la materia. Al indagar en la procedencia del conocimiento en la misma, 

se reveló la centralidad de la política pública, ya que entre las respuestas más frecuentes se 

encuentra la capacitación obligatoria impuesta por la denominada “Ley Yolanda” que 

estableció que todos los empleados de los tres poderes (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) del 

nivel nacional deben recibir una capacitación obligatoria en materia ambiental, política que 

luego la PBA hizo extensiva a los funcionarios públicos del nivel provincial. Esto coincide 

también con el hecho de que más de la mitad de los encuestados afirmó creer que el derecho al 

agua ha “modificado su jerarquía o ampliado su área de competencia en los últimos años”. 

Como contracara del desconocimiento que dicen tener, el 82% evidenció interés por capacitarse 

en materia de derecho al agua, especialmente en relación con el acceso al agua potable y a 

cuestiones asociadas, como el saneamiento y la calidad del agua destinada al consumo humano.  

Por último, los resultados del proyecto pretenden cumplir con el doble criterio de aplicación: 

interno y externo (Davobe, 2008). En cuanto al primero, incrementan los conocimientos de las 

disciplinas, es decir, generan productos para la circulación, consumo y adaptación de la propia 

comunidad. En tal sentido, este informe aporta conocimiento sobre el estado de situación de los 

conflictos y los procesos de judicialización vinculados al derecho al agua en la Provincia de 

Buenos Aires, y también sobre la dinámica interna del Poder Judicial y sus decisiones y 

accionar. En tanto, desde un punto de vista “externo”, y tomando en cuenta el objetivo de la 

convocatoria del Programa Vincular, el vínculo entablado con la Fundación Aguas permite que 

los resultados del proyecto, puestos a disposición de la misma, puedan contribuir tanto en sus 

acciones de formación –orientadas a capacitar jueces y funcionarios judiciales en el 

recientemente reconocido Derecho Humano al Agua–, como en su trabajo de asesoramiento a 



 

 

 

poblaciones que encuentran vulnerado este derecho, al contar con un mejor conocimiento 

respecto de las múltiples variables que afectan la trayectoria judicial de sus demandas. 
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